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no sobre la ausencia del actor ni sobre el certificado
médico oportuno para justificar la inasistencia. El Juz­
gado de lo Social se limita a realizar una aplicación auto­
mática del art. 83.2 L.P.L., sin argumentar en modo algu­
no por qué razones excluye la validez de la justa causa
aducida por el recurrente.

En segundo lugar concurren circunstancias idóneas
para que se hubiera podido acordar la suspensión. Según
revela el citado informe médico, el señor Daniel Roble­
dillo, actual recurrente en amparo, acompañaba a su
hijo de tres años de edad al ambulatorio de Alhama
el día 23 de noviembre de 1992, a las diez horas, porque
debido a una caída, éste sufrió herida inciso-contusa a
nivel de ceja izquierda por la que precisó dos puntos
de sutura. Tal circunstancia, que puede calificarse de
hecho imprevisible, es causa suficiente de inasistencia
a la vistá oral. teniendo en cuenta que el acaecimiento
sobrevino poco tiempo antes de la hora señalada para
la vista (diez cuarenta horas). .

En tercer lugar parece descartar la hipótesis de mala
fe o negligencia imputable al actor, a juzgar por el hecho
de que éste compareciera ante el Juzgado de lo Social
la misma mañana poco tiempo más tarde de la cele­
bración de la vista, tal como lo atestigua la declaración
jurada del Letrado don Luis Martín Vela, y a tenor de
otro dato, como es el que recabara ese mismo día cer­
tificado médico del facultativo que atendió a su hijo.
Estos datos ponen de manifiesto la voluntad del recurren­
te de intentar paliar el mal. nada más desaparecida la
causa obstativa de la actividad normal; lo que además
se hizo de manera correcta mediante certificado acre­
ditativo de la causa alegada y ofreciendo una explicación
verosímil y suficiente de lo acontecido.

Por último, la compañía constante que reclama un
hijo de escasa edad necesitado de atención médica cons­
tituye excusa válida para la falta de comunicación previa
de la causa imposibilitante de la asistencia a la cele­
bración del juicio. Ha de tenerse, por lo demás, en cuenta
que la exigencia del aviso previo deviene matizable cuan­
do quien comparece en el proceso no es un profesional
del Derecho y decide hacerlo por sí mismo, sin repre­
sentante.

De todo lo que antecede se desprende que la decisión
de tener por desistido al recurrente se acuerda, no sólo
ignorando los requisitos de forma y, por tanto, en contra
de la efectividad de los principios de defensa y con­
tradícción, al dejar de motívar sobre la justa causa ale­
gada por el recurrente, con ignorancia de la circunstancia
que se alegaba como obstativa para la asistencia al juicio
por el recurrente, se limita a optar por la ruptura total
del proceso, no reparando en que concurre una causa
justificada de asistencia, susceptible de permitir, al ampa­
ro del art. 83.2 L.P.L., inciso final. un nuevo señalamiento.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don
Daniel Robledillo Romero y en consecuencia:

1.° Reconocer al demandante el derecho a la tutela
judicial efectiva.

2. 0 Anular el Auto de 26 de noviembre de 1991,
la providencia de 2 de diciembre de 1991 y el Auto
de 9 de enero de 1992, dictados por el Juzgado de

lo . Social núm. 3 de Murcia en el procedimiento
núm. 1.840/91.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento procesal
correspondiente a fin de que, no teniendo por desistido
al demandante, se ordene. la convocatoria de nuevo
juicio.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid, a cuatro de julio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Luis L6pez Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-José Gabaldón L6pez.-Julio Diego González Cam­
pos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

18251 Sala Segunda. Sentencia 197/1994. de 4 de
julio de 1994. Recurso de amparo 588/1992.
Contra Resoluciones del Director del Centro
Penitenciario de Alcalá-Meco. de la Junta de
Régimen V Administración del mismo Centro.
así como contra Autos del Juzgado de Vigi­
lancia Penitenciaria núm. 2 de Madrid V de
la AudIencia Provincial de Madrid. dictados
en diligencias indeterminadas. Vulneración
del derecho a la defensa: intervención. lesiva
del derecho, de las comunicaciones del'inter­
no con su Letrado defensor.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil, don José Gabaldón López, don Julio Diego
González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer, Magis­
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 588/92, interpuesto
por don Fernando Silva Sande, representado por la Pro­
curadora doña Begoña López Cerezo y bajo la dirección
del Letrado don Juan Olarieta Alberdi, contra la Reso­
lución del Director del Centro Penitenciario de Alcalá-Me­
co, de fecha 1 de noviembre de 1990. de la Junta de
Régimen y Administración del mismo Centro, de 2 de
noviembre de 1990; contra los Autos del Juez de Vigi­
lancia Penitenciaria núm. 2 de Madrid, de fechas 3 de
junio y 8 de octubre de 1991, dictados en las diligencias
indeterminadas 13/90, y contra el Auto de la Sección
Decimoséptima de la Audiencia Provincial de Madrid.
de 28 de enero de 1992, recaído en el rollo 285/91.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer, quien expresa
el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene­
ral en este Tribunal el 6 de marzo de 1992, don Fernando
Silva Sande solicitó la designación de Procurador del
turno de oficio para interponer recurso de amparo contra
la Resolución del Director de la Prisión de Alcalá-Meco.
de 1 de noviembre de 1990, de la Junta de Régimen
y Administración del mismo Centro de 2 de noviembre
de 1990; contra los Autos del Juez de Vigilancia Peni-
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tenciaria núm. 2 de Madrid. de fechas 3 de junio y 8
de octubre de 1992, dictados en la diligencias indl'!­
terminadas 13/90. y contra el Auto de la Sección Deci­
moséptima de la Audiencia Provincial de Madrid, de 28
de enero de 1992, recaído en el rollo 285/91. Tras
la oportuna tramitación, la Procuradora designada. doña
Begoña López Cerezo, formuló demanda de amparo con­
tra las mencionadas resoluciones.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes
hechos:

a) Por orden del Director del Centro Penitenciario
de Alcalá-Meco de 1 de noviembre de 1990 se acordó,
por razones de seguridad y buen orden del estableci­
miento. intervenir las comunicaciones escritas de don
Feenando Silva Sande. recluido entonces en dicho Centro
en calidad de preso preventivo por un delito de per­
tenencia a bandas armadas. Dicha orden fue ratificada
y ampliada a las comunicaciones orales por la Junta
de Régimen y Administración del mismo Centro el 2
de noviembre de 1990.

b) El 15 de noviembre de 1990. don Manuel Ola­
rieta Alberdi, en representación de don Fernando Silva
Sande. interpuso recurso de queja ante el Juzgado de
Vigilancia Penitenciaria núm. 2 de M¡¡drid. exponiendo
que los días 9 y 13 de noviembre de 1990, cuando
el Letrado don Manuel Olarieta acudió al Centro Peni­
tenciario de Madrid núm. 2 a comunicarse profesional­
mente con su patrocinado y al pretender que éste le
firmara diversos documentos. se lo impidieron los fun­
cionarios aduciendo que debían fotocopiar parte de los
mismos. En dicho recurso de queja solicitaba que se
dictara Auto ordenando al señor Director de la Prisión
de Alcalá-Meco el levantamiento de la prohibición de
comunicaciones escritas entre don Fernando Silva Sande
y su Abogado defensor y que las referidas comunica­
ciones, así como las orales y correspondencia con el
referido Letrado, fueran absolutamente libres. secretas
y reservadas.

El Juzgado de Vigilancia Penitenciaria desestimó
dicho' recurso de queja por medio de Auto de 3 de junio
de 1991, en atención a que no se habían producido
desviaciones en el cumplimiento de los preceptos peni­
tenciarios. Interpuesto recurso de reforma contra esta
Resolución, el citado Juzgado de Vigilancia Penitenciaria
la cO{lfirmó en su Auto de 8 de octubre de 1991. en
consideración a que el art. 51.2 LO.G.P. establece la
posíbilidad de intervenir las comunicaciones de los inter­
nos por parte del Director del establecimiento peniten­
ciario. con la única obligación de comunicarlo a la auto­
ridad judicial en los casos de terrorismo. por lo que había
sido legítima la actuación de los funcionarios de pri­
siones.

c) Por último, el recurso de apelación. interpuesto
con carácter subsidiario al de reforma, también fue
desestimado por la Audiencia Provincial de Madrid
mediante Auto de 28 de enero de 1992.

3. En la demanda se citan como infringidos los
arts. 17.1. 18.1 Y 3. 20.1 a) y d). 20.2. 24, en sus incisos
relativos al derecho de defensa y asistencia de Letrado,
a un proceso público y con todas las garantías, a la
presunción de inocencia y al secreto profesional, así
como el 25.2, en cuanto consigna el principio de lega­
lidad de las sanciones. todos ellos CE Sin embargo.
sólo se desarrolla la presunta vulneración de los derechos
a la presunción de inocencia, al secreto profesional y
del derecho de defensa (art. 24.2 CE), solicitando a
este Tribunal que declare la nulidad de las resoluciones
de 1 y 2 de noviembre de 1990, así como que se levante

la refe~ida intervención y prohibición de las comunica­
ciones del recurrente con su Abogado.

a) Por lo que se refiere a la primera invocación, las
resoluciones administrativas habrían vulnerado el dere­
cho a la presunción de inocencia al aplicar el art. 51.
en sus apartados 2 y 5, LO.G.P. Este precepto autoriza
al Director del Centro penitenciario a intervenir las comu­
nicaciones orales y escritas entre un interno y su Abo­
gado en los supuestos de «terrorismo.., delito que. como
tal. ha desaparecido del Código Penal. Al utilizar esta
posibilidad sin que hubiera recqído Sentencia del órgano
judicial competente y sin una motivación que explicite
cómo la Administración penitenciaria llega al conven­
cimiento de un «supuesto de terrorismo... los Acuerdos
impugnados habrían lesionado la presunción de inocen­
cia no sólo en relación con el preso preventivo, sino
también para el Abogado que pudiera designar, que que­
daría inmerso dentro del mismo circulo de sospecha que
su defendido.

b) La interven¡:ión de las comunicaciones entre el
interno y su Abogado supondría también, según se argu­
menta en la demanda, una lesión del derecho al secre.to
profesional al que alude el último párrafo del art. 24.2
c.E.. que obliga al Abogado a no revelar ningún hecho
ni dar a conocer ningún documento que afecte a su
cliente, lo que devendría imposible a causa de la men­
cionada intervención.

c) Por último se invoca vulneración del derecho a
la defensa (art. 24.2 CE). La intervención de las comu­
nicaciones habría supuesto un grave obstáculo para pre­
parar la defensa. ,al no existir confidencialidad en las
entrevistas entre el recurrente y su Abogado.

4. Por providencia de fecha 19 de abril de 1993.
la Sección Tercera de este Tribunal acordó 'admitir a
trámite la demanda de amparo presentada por la Pro­
curadora doña Begoña López Cerezo, en nombre y repre­
sentación de don Fernando Silva Sande. En aplicación
de lo dispuesto en el arto 51 LOTC, acordó. asimismo.
dirigir comunicación a la Audiencia Provincial de Madrid
a fin de que remitiera las actuaciones correspondientes
a la causa núm. 285/91 y al Juzgado de Vigilancia Peni­
tenciaria núm. 2 de Madrid para que remitiera las actua­
ciones correspondientes a las diligencias indeterminadas
núm. 13/90. En dicha providencia se acuerda también
emplazar a quienes hubieran sido parte en el proce­
dimiento.

5. Mediante providencia de 10 de junio de 1993.
la Sección Cuarta acordó acusar recibo a la Audiencia
Provincial de Madrid y al Juzgado de Vigilancia Peni­
tenciaria de las actuaciones remitidas y dar vista de las
mismas a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal por
plazo de veinte días para que. de conformidad con el
art. 52.1 LOTC. formularan alegaciones.

6. El 12 de julio de 1993 la Sección acordó, con­
forme a lo interesado por el Ministerio Fiscal en su escrito
presentado el 7 de julio de 1993, dirigir comunicación
al Centro Penitenciario de Alcalá-Meco a fin de que remi­
tiera copia adverada de la documentación obrante en
dicho Centro en el momento de adoptarse el Acuerdo
impugnado de fecha 1 de noviembre de 1990. ratificado
y ampliado a las comunicaciones orales al día siguiente,
documentación que acreditase el cumplimiento del requi­
sito de dación de cuenta a la autoridad judicial a que
se hace referencia en ambos Acuerdos y certificación
de registro correspondiente a todas las visitas recibidas
por el interno. hoy solicitante de amparo. de sus Letrados.
de las comunicaciones efectuadas con los mismos y de
sus vicisitudes. Asimismo acordó dirigir comunicación
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al Juzgado Central de Instrucción núm. 5 a fin de que
remitiera testimonio de las diligencias practicadas desde
el juicio de las actuaciones seguidas contra don Fernando
Silva Sande.

7. La Sección Cuarta, por providencia de 16 de
diciembre de 1993, acordó dar vista a las actuaciones
del Centro Penitenciario de Alcalá-Meco y del Juzgado
Central de Instrucción núm. 5 a la parte recurrente y
al Ministerio Fiscal para alegaciones.

8. El Ministerio Fiscal. en su escrito de alegaciones,
interesó que se dictara Sentencia otorgando el amparo
solicitado, por considerar que las decisiones recurridas
realmente vulneran el derecho de defensa. La interven­
ción de las comunicaciones orales y escritas se efectuó
por la Dirección del Centro Penitenciario de forma irre­
gular. en primer lugar porque. en contra de lo establecido
en el art. 5·1.5 L.O.P.J .. no con.sta que dicha decisión
se comunicara a la autoridad judicial competente. y en
segundo lugar, la única motivación que se ofrecia es
la reproducción literal del genérico texto del art. 51.1
L.O.G.P.. sin explicitar con mayor precisión el interés al
que se sacrificaba la posibilidad de que el actor pudiera
entrevistarse con las debidas garantías de intimidad con
su Letrado. Por ello. y por la injustificada dilatación de
la intervención. entiende el Ministerio Fiscal que las reso­
luciones administrativas impugnadas no respetaron la
regla de la proporcionalidad de los sacrificios. provo­
cando una situación de efectiva indefensión. por quiebra
del derecho de defensa, pues la práctica totalidad de
la investigación judicial se ha practicado sin una asis­
tencia reservada, formando parte del contenido esencial
del derecho de defensa la posibilidad de que el imputado
pueda entrevistarse con su Letrado en condiciones de
reserva que garanticen la intimidad de sus conversa­
ciones y la efectiva preparación de su defensa. Una inter­
pretación del art. 51.2 L.O.G.P.• como la efectuada en
el caso de autos, no podría por menos que reputarse
contraria a las cuantías constitucionales establecidas en
el art. 24.2 de la Norma Suprema. Por e.l contrario. care­
cerían de relevancia constitucional las invocadas lesiones
del derecho a la presunción de inocencia y del derecho
al secreto profesional.

En cuanto a la denuncia de lesión del derecho a la
presunción de inocencia. ésta, a juicio del Ministerio Fis­
cal. carece de fundamento. Si bien es cierto que ya no
existe un delito autónomo de terrorismo, tal concepto
jurídico indeterminado no ha desaparecido totalmente
de nuestro ordenamiento jurídico. El propio Juez Central
de Instrucción núm. 5 habría 'aplicado tal criterio para
prolongar la detención del recurrente y decretar su inco­
municación. Se trataría de una calificación jurídica pre­
liminar susceptible de basar la competencia de la Audien­
cia Nacional y de adoptar medidas respecto del detenido.
A juicio del Fiscal, nada de ello desvirtuaría la presunción
de inocencia, pues a pesar de tratarse de un concepto
jurídico indeterminado, es susceptible de ser integrado
con el suficiente grado de certeza y control judicial.

Asimismo, afirma el Ministerio Fiscal, carecería de
fundamento la alegada vulneración del derecho al secre­
to profesional. al ser un derecho del que goza sólo el
Letrado y que produciría efectos meramente reflejos en
el demandante, tratándose. por lo tanto. de la invocación
de derechos ajenos.

9. Por providencia de 30 de junio de 1994 se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 4 de julio de 1994.

11. Fundamentos jurídicos

Unico. Desde la perspectiva del recurso de amparo,
la cuestión plan.teada en el presente proceso es idéntica
a la resuelta en la STC 183/1994. En consecuencia,
para su resolución basta con remitirnos íntegramente
a los razonamientos en ella contenidos y concluir, como
allí se hacia, estimando el amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORlOAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Fernando Silva
Sande y en consecuencia:

1.0 Reconocerle el derecho a la defensa que garan­
tiza el art. 24.2 C.E.

2. 0 Anular las resoluciones del Director de la prisión
de Alcalá-Meco de 1 de noviembre de 1990 y de la
Junta de Régimen y Administración del mismo Centro
de 2 de noviembre de 1990, así como los Autos del
Magistrado-Juez de Vigilancia Penitenciaria núm. 2 de
Madrid, de 3 de junio y 8 de octubre de 1991, Y el
Auto de la Audiencia Provincial de Madrid de 28 de
enero de 1992, en relación con las comunicaciones ora­
les y escritas del demandante con su Abogado defensor.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cuatro de julio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Luis López Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-José Gabaldón López.-Julio Diego González Cam'
pos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

18252 Sala Segunda. Sentencia 198/1994, de 4 de
julio de 1994. Recurso de amparo 701/1992.
Contra Autos del T.S.J. de Castilla-La Mancha,
dictados en procedimiento de ejecución de
Sentencia recaída en autos de reclamación
de cantidad. Supuesta vulneración del dere­
cho a la tutela judicial efectiva: nulidad de
actuaciones no lesiva del derecho a la eje­
cución de Sentencia firme.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra, Presidente; don Euge­
nio Diaz Eimil, don José Gabaldón López, don Julio Diego
González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer. Magis­
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 701/92. interpuesto
por la entidad «J. J. Alba, S. A», representada por el
Procurador don Tomás Cuevas Villamañán y asistida del
Letrado don Antonio Esquer Fernández, contra el Auto,
de 15 de noviembre de 1991 dictado por el Tribunal


